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Ref. 11001-40-03-049-2022-00432-01 

 

Al tenor de lo consagrado en el art. 326 del C.G.P., el Juzgado procede a 

decidir el RECURSO DE APELACIÓN, promovido por la apoderada judicial de la 

parte demandante, en contra del auto adiado 13 de junio de 2022, por medio del 

cual el Juzgado 49 Civil Municipal de Bogotá, negó el mandamiento de pago.     

 

ANTECEDENTES 

 

La parte ejecutante, solicitó se librara orden de apremio con base en la 

promesa de pago respaldada por dos pagarés, empero dicha solicitud fue negada 

mediante la providencia objeto de alzada, tras considerase por el a-quo que el 

pagaré P-78289178 no era exigible.  

 

Inconforme con tal decisión la profesional del derecho presentó recurso de 

reposición en subsidio apelación, aduciendo en síntesis que debió considerarse el 

pagaré P – 78302995, que en el documento de promesa de pago se indicó que el 

mismo prestaba merito ejecutivo y la cláusula aceleratoria contenida en la promesa.  

 

Finalmente, el Juzgado de primera instancia confirmó la nugatoria que había 

emitido en primera oportunidad, esta vez enfatizando en que para determinar las 

exigencias formales de orden sustancial de un título valor no hay lugar a acudir a 

documentos extraños y ajenos a la literalidad de este, sino a lo establecido en el 

mismo cartular, porque de lo contrario se estaría desnaturalizando la esencia 

jurídica que regula esta clase de instrumentos comerciales.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 Con el propósito de resolver la censura propuesta, de entrada, se anticipa la 

revocatoria del auto objeto de apelación, conforme las razones que pasan a 

exponerse.  

 



 En efecto, sabido es que toda ejecución debe soportarse en un documento 
que tenga la calidad de título ejecutivo, cumpliendo las exigencias previstas en el 
art. 422 del C.G.P.  
 
 La citada norma, prevé que: “Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 
que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de 
policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso 
de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184”. 
 
 De ahí que se derive que los títulos ejecutivos deben gozar de dos tipos de 
condiciones: formales y sustanciales1. 
 
  Las primeras exigen que el documento o conjunto de documentos que dan 
cuenta de la existencia de la obligación “(i) sean auténticos y (ii) emanen del deudor 
o de su causante, de una sentencia de condena proferida por el juez o tribunal de 
cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva 
conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso 
administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 
auxiliares de la justicia, o de un acto administrativo en firme Desde esta perspectiva. 
 
 Las segundas, exigen que el título ejecutivo contenga una prestación en 
beneficio de una persona. Es decir, que establezca que el obligado debe observar 
a favor de su acreedor una conducta de hacer, de dar, o de no hacer, que debe ser 
clara, expresa y exigible.  
 
 En desarrollo de las anteriores características, una obligación es expresa 
cuando se identifica plenamente la prestación debida, de manera que no haya duda 
alguna de que existe una acreencia a cargo de un deudor y en favor de un acreedor, 
en otras palabras, la obligación es expresa cuando se indica que el deudor está 
obligado a pagar una suma de dinero o entregar un bien mueble.  
 
  Respecto a la segunda, la claridad requiere que tal prestación se identifique 
plenamente, sin dificultades, o lo que es lo mismo, que no haya duda alguna de su 
naturaleza, limites, alcance y demás elementos de la prestación cuyo recaudo se 
pretende. Así pues, en tratándose de obligaciones que versen sobre cantidades 
liquidas de dinero, la obligación es clara si además de expresarse que el deudor 
debe pagar una suma de dinero, en el cartular se indica el monto exacto, los 
intereses que han de sufragarse y los demás réditos por los que este llamado a 
responder, ora, si se trata de entrega de bienes, que estos estén plenamente 
identificados.   
 
 Por último, la característica de exigibilidad implica que se pueda demandar el 
pago del cumplimiento de la prestación debida, lo cual por regla general ocurre 
cuando ha vencido el plazo o se ha cumplido la condición a la que estaba sujeta2 . 
 
 Concretamente, en materia de títulos valores, importa precisar que el artículo 

619 del C de Co. dispone “Los títulos valores son documentos necesarios para 

legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. 

                                                           
1 T-747 de 2013, TST del 9 de febrero de 2017, M.P. FANNY ELIZABETH ROBLES MARTINEZ 
2 Ver Bejarano Guzmán Ramiro, 2016-Bogotá, Editorial Temis S.A., Sexta Edición, Pág.446. 



Pueden ser de contenido crediticio, corporativos o de participación, y de tradición o 

representativos de mercancías”.     

 

Quiere decir lo anterior que son literales y autónomos, se limitan a su 

contenido, la extensión y la modalidad del derecho que se incorpora en ellos, es 

decir, que la expresión literal se deriva del derecho y de la obligación consignados 

en él, de tal manera que las partes originarias o futuras que intervengan en la 

relación cambiaria, ya sea para adquirir o transferir el título saben a qué atenerse, 

conocen perfectamente el derecho o la obligación a que se someten, pues la 

literalidad les da certeza y seguridad en su transacción. Con otras palabras, el titulo 

valor se basta a sí mismo y la eficacia de la obligación cambiaria deriva de su 

contenido (art. 625 y 626 C.Co) razones por las cuales aquél, en línea de principio, 

se debe considerar como una expresión cierta de la voluntad del signatario, o, dicho 

en otras palabras, que el derecho incorporado en ellos es verídico, amén que el sólo 

hecho de reconocer la suscripción del título, permite suponer, por regla, que el 

propósito del girador era obligarse cambiariamente.  

 

Desde tal óptica, en línea de principio debe decirse que se comparte el 

argumento del Juzgado de primera instancia relativo a que no es de recibo pretender 

endilgar clausulas adicionales a lo pactado en el pagaré P-78289178, en virtud del 

documento denominado promesa de pago, para demostrar la exigibilidad de la 

obligación allí contenida, en virtud del principio de literalidad y autonomía, en tanto 

que la obligación debe bastarse a sí misma.  

 

En otras palabras, como en el pagaré no se indicó que la obligación allí 

inmersa dependía de las cláusulas contenidas en la promesa de pago, no es dable 

asistirle razón a la togada en punto a su interpretación.  

 

No obstante a lo anterior, observa el Despacho que una de las 

inconformidades expuestas radica en que no se valoraron el pagaré P – 78302995 

y la promesa de pago, la cual a juicio de la abogada presta mérito ejecutivo, omisión 

en la que en efecto si se incurrió, pues al observar la providencia atacada y la que 

desató el recurso horizontal, se denota que el Juzgado no reparó en el análisis de 

estos dos cartulares, lo cual entonces impedía emitir la nugatoria reprochada, pues 

al pretenderse el cobro de varias cuotas, debe examinarse su procedencia o no con 

base en todos los documentos a los cuales la parte actora les atribuya la calidad de 

titulo ejecutivo.  

 

Y es que si lo que se tiene es una confusión, sobre el documento base de 

ejecución, - instrumentos cambiarios o título ejecutivo - debió entonces darse la 

oportunidad a la parte demandante para que aclarara dicha situación. 

 

Ahora, no pude hablarse de perdida de competencia por el factor de la 

cuantía al negarse la orden de pago respecto uno de los pagarés, pues a voces del 

art. 26 del C.G.P. las pretensiones son las que delimitan la cuantía del proceso, más 

no el valor por el que finalmente se considere procedente librar la orden de pago.  

 

En ese orden de ideas, se revocará el auto atacado y en su lugar se ordenará 

al Juzgado de primer grado, que dentro del ámbito de su autonomía califique la 

demanda, para lo cual deberá inadmitirla o mantener su nugatoria, empero 



analizando el merito ejecutivo de los documentos aquí reseñados, es decir de los 

pagarés P – 78302995 , P-78289178 y de la promesa de pago.  

     

        En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C., 

 

RESUELVE 

 

         PRIMERO:  REVOCAR el auto adiado 13 de junio de 2022, por medio del cual 

el Juzgado 49 Civil Municipal de Bogotá, negó el mandamiento de pago, para en su 

lugar ORDENAR al Juzgado de primer grado, que dentro del ámbito de su 

autonomía califique la demanda, para lo cual deberá inadmitirla o mantener su 

nugatoria, empero analizando el mérito ejecutivo de los documentos aquí 

reseñados, es decir de los pagarés P – 78302995, P-78289178 y de la promesa de 

pago. 

 

        SEGUNDO:  Sin condenas en costas ante la prosperidad del recurso.   

 

 TERCERO:  DEVOLVER las presentes diligencias al Juzgado de origen, 

para que continue con el trámite correspondiente. 

 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

 

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. ___28/10______ de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No._165_____  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., Veintisiete (27) de octubre de dos mil veintidós (2022.). 

 

Ref. 11001-31-03-008-2021-00289-00. 

 

Procede el Despacho a resolver las excepciones previas propuestas por el 

apoderado judicial del demandado.  

 

FUNDAMENTOS 

 

El profesional del derecho alegó como defensas preliminares las denominadas: (i) 

“Falta de jurisdicción o de competencia”, (ii) “Ineptitud de la demanda por falta de los 

requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones” y (iii) “Pleito pendiente 

entre las mismas partes y sobre el mismo asunto” 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sabido es que las excepciones previas no buscan atacar las pretensiones del 

demandante, sino que tienen por objeto básico remediar en su etapa inicial el 

procedimiento, subsanando irregularidades que pueda tener el escrito introductor o el 

propio trámite, a fin de que el proceso siga su curso normal. Para tal fin el Código General 

del Proceso, acogiendo el principio de especificidad y taxatividad, consagró en su artículo 

100 las causales que las configuran, de manera que como las propuestas se encuentra 

allí enlistadas, se abre paso su estudio.  

 

Con dicho propósito, de cara al similar argumento factico relativo a la 

improcedencia de la formulación de la pretensión segunda, esta es “OTORGAR 

autorización de levantamiento a la afectación a vivienda familiar que recae en el bien 

inmueble No. 050N-20793935 de la oficina de instrumentos públicos de Bogotá- Zona 

Norte”, se abordará de forma conjunta el estudio, de las dos primeras excepciones.  

 

 

Pues bien, importa memorar que la competencia es la regla que asigna un 

determinado asunto a un Juez en particular, ello de cara a los factores que la componen, 

estos son, funcional, territorial, subjetivo, objetivo y de conexidad 

 

 De ahí que en tratándose de los asuntos asignados a la jurisdicción civil, el art. 15 

del C.G.P., dispone que “Corresponde a la jurisdicción ordinaria, el conocimiento de todo 

asunto que no esté atribuido expresamente por la ley a otra jurisdicción. 



 

Corresponde a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, el conocimiento de 

todo asunto que no esté atribuido expresamente por la ley a otra especialidad 

jurisdiccional ordinaria. 

 

Corresponde a los jueces civiles del circuito todo asunto que no esté atribuido 

expresamente por la ley a otro juez civil.” 

 

A su turno, el numeral 12° del canon 21 ib, dispone que es competencia de los 

jueces de familia en única instancia conocer “De la constitución, modificación o 

levantamiento de la afectación a vivienda familiar, sin perjuicio de la competencia atribuida 

a los notarios.” 

 

Ahora, en punto a la indebida acumulación de pretensiones, resulta útil, relievar 

que el precepto 88 de la codificación en cita prevé: “El demandante podrá acumular en 

una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, 

siempre que concurran los siguientes requisitos: 

 

1. Que el juez sea competente para conocer de todas, sin tener en cuenta la cuantía. 

 

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como 

principales y subsidiarias. 

 

3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento.” 

 

Bajo esta línea de pensamiento, se advierte que, en efecto, no era plausible que 

la parte actora incoara la pretensión segunda relativa al levantamiento del gravamen de 

afectación familiar que recae sobre el bien objeto de división, por cuanto, como viene de 

reseñarse, el conocimiento de dicha solicitud por orden del legislador corresponde a los 

Jueces de Familia o a los notarios, según sea el caso,  situación que de suyo, implica el 

incumplimiento del tercer supuesto señalado en el mentado artículo 88 del C.G.P., para 

que se pueda predicar una acumulación de pretensiones.  

 

Y es que mírese, que no es dable como lo argumenta la apoderada de la parte 

actora, haberla elevado en consideración a lo previsto en el artículo 408 ib, en tanto que 

las licencias que menciona este tipo de normatividad no hacen relación al levantamiento 

de la afectación a vivienda familiar, amén que se insiste que este asunto fue asignado a 

los Jueces de Familia.  

 

En ese orden de ideas, resulta palmario que la demanda contiene una indebida 

acumulación de pretensiones, lo que conlleva al éxito de la excepción previa que en tal 

sentido fue planteada por el apoderado que representa la pasiva, empero dicha vocación 

de prosperidad no puede predicarse frente a la falta de jurisdicción o competencia, en la 

medida en que, este Juzgado es competente para conocer de la demanda divisoria, lo 

que no puede verse afectado  por el hecho de acumularse una pretensión que como se 

dijera pertenece a otra especialidad.  

 

En otras palabras, el haber incoado la nombrada pretensión de levantamiento de 

afectación de vivienda familiar, trae como consecuencia una indebida acumulación de 

pretensiones, más no por haberla invocado, puede decirse que este Despacho no es 

competente para conocer de la acción impetrada bajo el procedimiento divisorio, toda 



vez que el remedio para esta actuación, será inadmitir la presente demanda para que 

con base en lo aquí expuesto, la abogada del extremo actor excluya dicha pretensión.   

 

Aunado a lo anterior, desde ya se advierte que dicha inadmisión también deberá 
comprender lo relativo a la vigencia o no de la afectación de vivienda familiar, pues su 
existencia, a voces de la jurisprudencia, imposibilita rematar el bien objeto del proceso.  

 

Sobre el particular, al estudiar un caso de similares contornos en relación con la 
existencia de este gravamen, la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial refirió 
en auto del 24 de junio de 2013, Magistrada Ponente Clara Inés Márquez Bulla, que:  

“…observa el Tribunal que el inmueble materia de la litis efectivamente se 
encuentra afectado con esta figura jurídica a favor de los comuneros “de sus hijos 
menores actuales y los que llegaren a tener”, acto debidamente inscrito en la anotación 
13 del folio de matrícula 50N-20416602, lo que implica limitación al derecho de dominio, 
pues impide que pueda ser objeto de medida cautelar alguna, y bajo la misma óptica de 
venta forzada. Desde esta perspectiva, debe entonces obtenerse su cancelación para 
dar cabida a las pretensiones de la demanda divisoria, propósito para el cual no está 
diseñada según el ordenamiento jurídico, máxime cuando aquí se reprocha 
puntualmente que no reúne los requisitos legales, cuestión que indefectiblemente deberá 
ser zanjada por la respectiva autoridad. Acceder a ello, implicaría ni más ni menos 
desnaturalizar el juicio en la medida que tal súplica no puede recibir trato en ese 
escenario procesal.”   

  

Ahora bien, en cuanto al pleito pendiente, a voces de la doctrina, se ha dicho que 

aquélla “se funda en la imposibilidad que existe de adelantarse entre unas mismas partes 

y con idénticas pretensiones ya que con ello se corre el riesgo de sentencias 

contradictorias que conducirían a la cosa juzgada viciada o defectuosa, de manera que 

se ha establecido como requisitos concurrentes para su configuración: la identidad de 

partes, identidad de causa, identidad de objeto, identidad de acción y existencia 

de dos procesos, lo cual significa que si falta uno de cualquiera de estos requisitos 

la excepción no tendría lugar ” 1  

 

Aunado, a lo anterior, el art. 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen.” 

 

Desde tal óptica, se avista que la parte demandada, no aportó ninguna prueba 

que soporte sus afirmaciones, pues basta decir que se desconoce el escrito de demanda 

del proceso en que se funda la defensa, lo que, de entrada, impide examinar el 

cumplimiento de las exigencias anotadas en precedencia, direccionado inexorablemente 

al fracaso de esta exceptiva.  

 

Recapitulando, de un lado, se declarará probada la excepción previa de “Ineptitud 

de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 

pretensiones” y consecuencialmente se inadmitirá la demanda, y de otro, se declararán 

no probadas las denominadas “Falta de jurisdicción o de competencia” y “Pleito 

pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto”.  

 

                                                           
1 Las excepciones previas en el Código General de Proceso, Quinta Edición, Canosa Fernando Torrado, Pág.207.   



         En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C., 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO:  DECLARAR PROBADA la excepción previa “Ineptitud de la 

demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 

pretensiones”. 

 

SEGUNDO:  En consecuencia, se inadmite la demanda divisoria, para que en el 

término de cinco (5) días, so pena de rechazo, la parte demandante subsane los 

siguientes defectos:  

1. Excluya la pretensión 2, pues las misma no es del resorte de este tipo de 

procesos, conforme se expuso en precedencia. 

 

2. Como de la anotación No. 6 del certificado de libertad y tradición del inmueble 

identificado con folio de matrícula No. 50N-20793935 se advierte la 

constitución de afectación a vivienda familiar, acredítese su levantamiento o el 

inicio del proceso y/o trámite respectivo para dicho fin.  

 

            TERCERO:  DECLARAR NO PROBADAS LAS EXCEPIONES PREVIAS DE 

“Falta de jurisdicción o de competencia” y “Pleito pendiente entre las mismas partes y 

sobre el mismo asunto”. 

 CUARTO: Sin condena en costas ante la prosperidad parcial de las excepciones 

planteadas.  

  

NOTIFÍQUESE (2),  

  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. __28/10________ de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.___169___  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., Veintisiete (27) de octubre de dos mil veintidós (2022.). 

 

Ref. 11001-31-03-008-2021-00289-00. 

 

Para todos los efectos legales a que haya lugar, téngase en cuenta que el 
demandado IVAN DARIO HOWEL VILLA se notificó de conformidad con las 
previsiones de los arts. 291 y 292 del C.G.P. quien, dentro de la oportunidad 
correspondiente, interpuso recurso de reposición en contra del auto admisorio, el 
cual se está resolviendo en auto de esta misa fecha.  

 
Se reconoce como apoderado judicial del citado demandado al abogado 

CAMILO ANDRÉS GONZÁLEZ CUESTA, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  
 

En su oportunidad, téngase en cuenta el embargo de remanentes y/o 
embargo del crédito solicitado por el Juzgado 36 de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple De Bogotá, que le puede corresponder al acá demandado. 
Acúsese recibido.  
 

 

NOTIFÍQUESE (2),  

  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. __28/10________ de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.____165__  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., Veintisiete (27) de octubre de dos mil veintidós (2022.). 

 

Ref. 11001-31-03-008-2021-00411-00 -cuaderno de excepciones previas-  

 

Procede el Despacho a resolver las excepciones previas propuestas por el 

apoderado judicial del demandado TAX EXPRESS S.A.S.   

 

FUNDAMENTOS 

 

En síntesis, el apoderado alegó la defensa de “LA INEPTITUD DE LA DEMANDA 

POR FALTA DE LOS REQUISITOS FORMALES O POR INDEBIDA ACUMULACION 

DE PRETENSIONES ”, en tanto que alude el incumplimiento del requisito de 

procedibilidad de la conciliación.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Sabido es que las excepciones previas no buscan atacar las pretensiones del 

demandante, sino que tienen por objeto básico remediar en su etapa inicial el 

procedimiento, subsanando irregularidades que pueda tener el escrito introductor o el 

propio trámite, a fin de que el proceso siga su curso normal. Para tal fin el Código General 

del Proceso, acogiendo el principio de especificidad y taxatividad, consagró en su artículo 

100 las causales que las configuran, de manera que como las propuestas se encuentran 

allí enlistadas, se abre paso su estudio.  

 

Pues bien, de cara a la excepción propuesta contenida en el numeral 5° del citado 

precepto, debe decirse que esta procede en dos supuestos, el primero, cuando la 

demanda no contiene los requisitos de forma contemplados en el art. 82 ibídem o en 

tratándose de las que versan sobre bienes muebles o inmuebles omiten las exigencias 

adicionales que prevé el canon 83 de la nombrada Codificación y, el segundo, cuando 

se formulan pretensiones principales que son excluyentes entre sí, que no pueden 

tramitarse por el mismo procedimiento o que su competencia no radica en el mismo juez. 

(art. 88 ib). 

 

 Dicho lo anterior, se tiene que la argumentación de la parte demandada se enfila 

en el primer supuesto de esta defensa.   

 



 Sobre el requisito de procedibilidad de conciliación extrajudicial, es pertinente 

decir que el artículo 35 de La Ley 640 de 2001 establece que en aquellos “asuntos 

susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de 

procedibilidad para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso 

administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para cada una de estas 

áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad 

mediante la conciliación en equidad. (…), La ausencia del requisito de procedibilidad de 

que trata esta ley, dará lugar al rechazo de plano de la demanda.” (art. 36 ibídem).  

 

Lo anterior, dado que: “Si la materia de que trate es conciliable, la conciliación 

extrajudicial en derecho como requisito de procedibilidad deberá intentarse antes de 
acudir a la especialidad jurisdiccional civil en los procesos declarativos, con excepción 
de los divisorios, los de expropiación y aquellos en donde se demande o sea obligatoria 
la citación de indeterminados, sin perjuicio de lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 

590 del Código General del Proceso.” (art. 38 ib). 

 

Por su parte, el parágrafo 1º del artículo 590 del C.G.P. establece que: “en todo 

proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se solicite la práctica de medidas cautelares 
se podrá acudir directamente al juez, sin necesidad de agotar la conciliación prejudicial 
como requisito de procedibilidad”. 

Y es que la conciliación como requisito de procedibilidad, busca la solución del 
conflicto antes de acudir a la jurisdicción ordinaria, por lo que el legislador la estableció 
de manera forzosa en determinados asuntos con fundamento en el principio de economía 
procesal, y cuya finalidad no es otra que las partes lleguen a un acuerdo respecto de las 
diferencias que se suscitan entre ellas. 

Bajo tal línea de pensamiento, se avizora que, al entablarse la presente demanda 
de responsabilidad civil extracontractual, la parte actora solicitó diversas cautelas, entre 
ellas las previstas en el literal b) del art. 590 del C.G.P, esto es la inscripción de la 
demanda sobre bienes sujetos a registro, lo cual, a la luz del parágrafo reseñado, la 
relevaba de agotar la exigencia en cita. 

Prerrogativa que no se frustra por el argumento que alude el apoderado censor, 
pues de dicha normatividad no se extrae de modo alguno, que la excepción contemplada 
se supedite entonces a solicitar cautelas respecto de cada demandado, en tanto que la 
disposición en comento es clara al prever que su aplicación se sujeta a la solicitud de 
cautelas, más no hace la distinción traída a colación por el abogado.  

En conclusión, no puede exigirse el agotamiento de la conciliación extrajudicial en 
este asunto, por cuanto, al presentase la demanda se solicitaron medidas cautelares, lo 
que, de suyo, a juicio del Despacho se enmarca dentro de la circunstancia prevista en el 
parágrafo del art. 590 del C.G.P.  

 En ese orden de ideas, se declarará no probada la excepción propuesta y se 

emitirá la correspondiente condena en costas. 

 

         En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ D.C., 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO:  DECLARAR NO PROBADA la excepción previa propuesta por el 

extremo demandado.  



 

SEGUNDO:  Condenar en costas a la parte excepcionante, incluyendo como 

agencias en derecho la suma de $300.000.00. Secretaría proceda con su liquidación.  

 

NOTIFÍQUESE (2),  

  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. ___28/10_______ de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.__165____  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., Veintisiete (27) de octubre de dos mil veintidós (2022.). 

 

Ref. 11001-31-03-008-2021-00411-00 – Cuaderno principal-  

 

Resueltas las excepciones previas propuestas por la sociedad TAX 

EXPRESS S.A.S, de conformidad con el art. 370 del C.G.P. por secretaría súrtase 

el traslado de las excepciones de merito planteadas en la demanda principal y en 

los llamamientos en garantía.  

Por otro lado, de las objeciones al juramento estimatorio, se corre traslado a 

la parte demandante, por el término de 5 días, para que aporte o solicite las pruebas 

pertinentes. (art. 206 del C.G.P.)  

 

 

NOTIFÍQUESE (2),  

  

EDITH CONSTANZA LOZANO LINARES 

JUEZ 

AKB  

JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D.C. __28/10________ de 2022_ 
Notificado por anotación en 
ESTADO No.___165___  de esta misma fecha 
La Secretaria,  
 

SANDRA MARLEN RINCÓN CARO 
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